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TIERRA CON FINES DE EXPLOTACIÓN AGROPECUARIA 


Se prohíbe la compra y tenencia a empresas extranjeras o a las instaladas en el país en 
las que participe directa o indirectamente un Estado extranjero 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 3 de junio de 2014 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Mario Perrachón, Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alberto Casas, Hugo Dávila, Rodrigo Goñi Romero y Yerú 
Pardiñas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Perrachón).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


El único punto en el orden del día de hoy es: "Tierra con Fines de Explotación Agropecuaria.- Se prohíbe la 
compra y tenencia a empresas extranjeras o a las instaladas en el país en las que participe directa o 
indirectamente un Estado extranjero". 


SEÑOR PARDIÑAS.- En virtud de que ya hemos recibido a las delegaciones que habían sido invitadas 
para opinar sobre el tema y sobre la aprobación de este proyecto de ley, proponemos que se apruebe el 
próximo martes. 


Nosotros presentamos un sustitutivo al artículo 2, y en las presentaciones de algunas delegaciones hubo una 
mirada similar en cuanto a la necesidad de no incluir el artículo 3", es decir, a no generar excepcionalidades a 
esta prohibición. Por lo tanto, sería conveniente no incorporar el artículo 3* al proyecto de ley que la 
Comisión apruebe. 


A su vez, el señor Diputado Bistolfi, quien preside la Comisión, nos manifestó su voluntad de estar presente 
en el momento en que se apruebe el proyecto de ley. 


No obstante nuestra propuesta, hoy se pueden plantear elementos que nos ayuden a posicionarnos en torno a 
la aprobación del proyecto de ley. Reitero que nuestra posición es aprobar el proyecto de ley el próximo 
martes, incluir el sustitutivo al artículo 2” y retirar el artículo 3*. 


El artículo 2* establece "(...) que la titularidad de inmuebles rurales y las explotaciones agropecuarias pueda 
ser ejercida por sociedades anónimas o sociedades en comandita" y el sustitutivo dispone " (...) que la 


titularidad de inmuebles rurales y de explotaciones agropecuarias pueda ser ejercida por entidades, cualquiera 
sea su forma jurídica". Creemos que esta redacción es más abarcativa, teniendo en cuenta que hoy hay nuevas 
formas jurídicas que podrían incorporarse. 


Al final, donde establece "(...) o fondos soberanos de los mismos", el sustitutivo dispone "con independencia 
del porcentaje de participación que posean". La idea es que no se tenga en cuenta que la incorporación de 
capital del Estado sea mínima o mayoritaria. 


Creemos que esta redacción es más abierta. Hoy no son solamente las sociedades anónimas o en comandita 
las que pueden actuar en el mercado -puede haber otras formas jurídicas-, y aunque la participación de un 
Estado extranjero sea mínima, igualmente es una participación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es no votar el artículo 3”. Hubo entidades gremiales que establecieron 
que no era bueno dejar las puertas abiertas para que Estados extranjeros pudieran, por algún 
cometido de estudio o de prueba de nuevas tecnologías, ingresar como propietarios de tierras de 
producción agropecuaria. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Las gremiales plantearon también que el proyecto no debería referirse solo 
a las tierras con fines agropecuarios sino a las tierras en general, tengan el objeto que tengan. De lo 
contrario, la actividad minera quedaría fuera de esto y una titular de fondos estatales extranjeros 
podría ser propietaria de tierra en Uruguay. Esto tiene que ver con lo que establece el artículo 2”, 
cuando habla de titularidad de inmuebles rurales y de explotaciones agropecuarias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El sustitutivo establece: "(...) que la titularidad de inmuebles rurales y de 
explotaciones agropecuarias". Creemos que la "y" incluye la titularidad de inmuebles rurales, 
independientemente del destino. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- ¿No sería mejor poner y/o? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Algunos dicen que "y" es igual a "y/o", pero habría que hacer las consultas 
al respecto. 


(Diálogos) 


SEÑOR PARDIÑAS.- Hemos analizado la preocupación planteada por el Diputado Goñi Romero, a 
raíz de toda la problemática que estuvo y está en discusión, y concluimos que la titularidad de 
inmuebles rurales ya limita cualquier emprendimiento. Precisamente, la titularidad del bien es la que 
habilita a que se haga una explotación agropecuaria o a que se pueda tramitar un título minero, si se 
tiene una habilitación para la explotación de los recursos minerales del subsuelo de ese inmueble rural, 
que es propiedad del Estado. Acá lo que se prohíbe es la titularidad del inmueble: eso es lo que rige en 
esta norma. Por tanto, se dice "y de explotación agropecuaria” a modo ampliatorio, porque uno puede 
tener la propiedad del inmueble rural y no una explotación agropecuaria, y lo que se prohíbe es la 
titularidad del inmueble rural. A su vez se dice "y de explotación agropecuaria", porque también una 
sociedad puede ser dueña de una explotación agropecuaria sin tener titularidad del inmueble, por 
ejemplo, en una relación de arrendamiento, aspecto que también queríamos limitar. Efectivamente, ese 
ha sido el caso de algunas empresas estatales extranjeras que no han adquirido tierras en otros países, 
sino que las han arrendado, por ejemplo, esa empresa estatal china productora de granos que negoció 
un arrendamiento a largo plazo para la producción de granos en la provincia de Río Negro, República 
Argentina. Entonces, cuando se dice "y", se especifica que está prohibida la titularidad de la tierra y a 
su vez, la explotación agropecuaria. Por lo tanto, esto es aditivo y no sustitutivo: el "o" sería 
sustitutivo. 


Recordamos que en discusiones de otros proyectos de ley, sobre todo cuando debatimos el Presupuesto 
Nacional, en muchas oportunidades nos han asesorado abogados que dicen que no es conveniente ni de buena 
JJ ]] n_n” 


técnica legislativa la expresión y/o en un texto legal: no genera la claridad que pueden otorgar "y" u "o 
exclusivamente. 


Este el concepto: prohibir la titularidad y, a su vez, la participación en una explotación agropecuaria. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás podríamos colocar una coma antes de la "y". 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Yo me pregunto si con esta redacción puede ocurrir que una persona 
titular de un inmueble rural nacional haga un acuerdo de explotación minera con una entidad 
extranjera, sin vender la propiedad. Si eso es posible también lo sería que un Estado extranjero realice 
explotación minera dentro del Uruguay. 


Consulto si estoy razonando bien. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Efectivamente: es así. Debemos tener presente que la actividad minera se rige 
por otras normas, las del código minero, y en el caso de la minería de gran porte, por la ley especial de 
minería de gran porte. El Estado debe actuar dentro de ese proceso y regular el otorgamiento o no de 
los títulos mineros, que es lo que habilita ese emprendimiento. Acá estamos hablando de la propiedad 
de la tierra y de su uso: en el caso de la minería no se usa la tierra, sino que se explota el subsuelo. Por 
lo tanto, la habilitación del uso de la tierra está vinculada a la aprobación del proyecto minero en 
virtud de la recomposición posterior que tenga el territorio. En caso de que la recomposición apunte a 
otros fines, y que no sea posible la explotación agropecuaria, han de habilitarse otros mecanismos 
como, por ejemplo, que los superficiarios puedan acceder a tierras, vía Instituto Nacional de 
Colonización, para seguir desarrollando su explotación agropecuaria. De manera que la propiedad de 
la tierra está regulada: la explotación minera que podría ser llevada a cabo por una empresa con 
capital estatal extranjero tiene que ser analizada y regulada por las leyes que rigen a la minería. Es por 
eso que en este proceso no incluimos ese destino de prohibición porque, en realidad, no lo regula la 
propiedad de la tierra sino otras normas específicas que ya están contempladas en cómo debe actuar el 
Estado para el otorgamiento de los títulos mineros y la habilitación a la explotación. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- No soy un especialista en la ley minera, pero de las palabras del señor 
Diputado Pardiñas deduzco que la ley minera no excluye la posibilidad de que una explotación minera 
sea ejercida por entidades estatales extranjeras. Entonces, si de acuerdo con el espíritu de esta ley no 
queremos que explotaciones agropecuarias sean realizadas por entidades estatales, tampoco deberemos 
querer que explotaciones mineras, que van a destruir la capacidad de la explotación agropecuaria, 
hagan prospecciones mineras en el país. Imagino que es de toda lógica el planteo y por eso preguntaba 
por qué no incluir la norma al respecto. 


SEÑOR PARDIÑAS.- En primer lugar, si hay acuerdo en aprobar el proyecto la semana próxima, 
podemos repensar este aspecto que plantea el señor Diputado Goñi, pero insisto en que la explotación 
minera tiene sus propias regulaciones. 


En cuanto a la destrucción del territorio, precisamente lo que protege -no por ser Estado; inclusive, si es una 


empresa privada- es la aprobación o no del proyecto minero. Así que, lo vamos a consultar y lo definiremos 
el próximo martes. 


Nos gustaría saber si hay alguna otra interrogante, objeción o agregado para que podamos pensarlo y 
resolverlo el próximo martes. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- En términos generales estamos de acuerdo. 


SEÑOR CASAS.- Si les parece, podemos designar al miembro informante para que traiga el informe 
con el fin de repartirlo y evaluarlo la próxima sesión. 


SEÑOR DÁVILA.- Propongo al señor Diputado Pardiñas como miembro informante. 


(Apoyados) 


SEÑOR CASAS.- Me gustaría que en él se hiciera referencia al señor Diputado Hermes Toledo, quien 
ha sido un precursor de este proyecto, en el que ha trabajado mucho. Lamentablemente, quedamos en 
el debe, por la agilidad parlamentaria que tenemos; hubiese sido de nuestro agrado que se hubiera 
votado en el Período pasado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a este tema de los usos del suelo por Estados extranjeros en 
actividades agropecuarias, vemos que hay empresas de Estados extranjeros junto con UTE -que es una 
empresa del Estado uruguayo- explotando los vientos para la generación de energía, tan necesaria para 
la ampliación de la matriz energética como de la cantidad de energía que Uruguay necesita para hoy y 
para el futuro, y esas empresas están ocupando tierras para instalar los parques eólicos. Si, por 
ejemplo, nosotros incluimos a cualquier otra explotación que no sea agropecuaria, también estaríamos 
negando la posibilidad tan necesaria de estos parques eólicos. Doy solo un ejemplo; podría ser también 
la explotación petrolífera, etcétera. 


De todas maneras, pienso que podemos esperar una semana para definirlo. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Ese razonamiento nos lleva a preguntar sobre la pertinencia de negar esa 
posibilidad a los efectos de una explotación agropecuaria. Puedo entender lo de la tierra, pero si 
específicamente negamos la explotación agropecuaria y habilitamos otro tipo de explotaciones, ¿por 
qué cargar las tintas específicamente con la explotación agropecuaria? Si ese es el concepto -que puede 
ser compartible- que el señor Presidente mencionaba que había que analizar, entonces repensemos este 
otro tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entre varios puntos, el primero y principal es que hay Estados 
financieramente muy poderosos que pueden comprar muchísima tierra para la generación de sus 
propios alimentos. Me refiero a que no tengan tierras fértiles para generar alimentación y vengan y 
compren un área demasiado grande, porque tienen el poder para adquirirlas. Este es un ejemplo. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Estoy de acuerdo en lo que se dice en cuanto a la compra de la tierra, pero 
en este caso estamos hablando de la explotación. Si el concepto es que no corresponde que entidades 
estatales extranjeras efectúen explotaciones agropecuarias, tampoco deberían permitirse las 
explotaciones mineras ni de otro tipo. El concepto es el mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros, programáticamente somos muy selectivos en varios aspectos, y nos 
gusta seleccionar cómo, qué se hace y dónde, por eso estamos diferenciando unas cosas de otras. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- De acuerdo, pero ¿cuál es el fundamento? Explíquemelo así, quizás, hasta 
lo puedo compartir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recién di un ejemplo. Pueden existir muchos más; yo di uno solo para 
ahorrar tiempo. 


SEÑOR PARDIÑAS.- En primer lugar, quiero insistir en un concepto: la explotación agropecuaria es 
una identidad cultural importante de nuestro país, más allá de la generación de riqueza como recurso 
genuino, que también lo es, y por eso tiene una característica especial en la connotación de lo que es el 
uso del territorio. 


En segundo término, ¿por qué pensar en explotaciones agropecuarias y no en explotaciones mineras o de otro 
tipo? Porque realmente la que tiene mayor posibilidad de uso del territorio nacional es la explotación 
agropecuaria, no la minera ni de otro destino. 


Además, algunos de los rubros en que hay posibilidad de otro destino se regulan por otras normas, con otras 
herramientas aplicables, por ejemplo, para el caso de las tierras urbanas, suburbanas o potencialmente 
transformables, como salida del territorio rural productivo. Entonces, en ese sentido es que se hace énfasis o, 
por lo menos, es la mirada que nosotros planteamos sobre la explotación agropecuaria por esos elementos. 


A su vez, también indica el desarrollo de algunas de las actividades estratégicas como, por ejemplo, la de la 
minería metalífica o la minería energética. Existen normas especiales donde los recursos, que es lo valioso, es 
propiedad del Estado. Entonces, es el propio Estado que a través del otorgamiento de la habilitación para la 
explotación, o sea, el título minero, va a defender sus intereses, el interés general. El interés general no se va 
a defender por la propiedad del bien sino por el otorgamiento del permiso de utilización de ese bien que 
pertenece a toda la sociedad. 


Esto es distinto con respecto a la explotación agropecuaria porque en este caso la habilitación del bien se da 
cuando se tiene el título de propiedad para desarrollar la tarea o un permiso de uso para desarrollar la 
explotación. Hoy existe el requisito de cumplir con los planes de uso de conservación del suelo que, por lo 
menos, es una aproximación de una política más restrictiva si se quiere en cuanto al uso del territorio, que 
tampoco impide que se desarrolle esa actividad. 


Para el caso de la explotación minera, fundamentalmente metalífica o energética, debemos hablar de la 
propiedad del Estado. Por lo tanto, el Estado a través de otra norma va a defender el interés de la sociedad. 


Es muy distinto cómo en estos momentos se desarrollan estas producciones y cadenas en el mundo. En el 
caso de la petrolífica, hay desde emprendimientos totalmente privados a emprendimientos que tienen 
capitales del Estado. Actualmente, Uruguay ha hecho asociaciones para la exploración de los recursos 
energéticos como, por ejemplo, con Petrobras, que es una empresa brasileña. Cuando el Estado está asociado 
a estas empresas, habilita el ingreso al uso de esos recursos porque hoy la explotación petrolífica no puede 
hacerla cualquier empresa que no tenga capital, "know how" o inserción en el mundo para el desarrollo de la 
tecnología para la explotación del petróleo. 


En ese sentido es que nosotros vemos que está enfocada principalmente a la explotación agropecuaria. Esta 
actividad es aquella que tiene mayor posibilidad de ser realizada por el capital uruguayo o, inclusive, con 
empresas extranjeras sin que ellas sean Estado para poder tener la titularidad del bien. 


Se trata de una mirada parcializada en virtud de esos aspectos o factores. En el caso minero o energético, no 
vamos a decir que lo habilitamos porque no nos interesa. Sí nos interesa, pero hay otras normas a través de la 
cuales debemos ejercer la defensa del interés general y del patrimonio de la nación; es decir, a través de otras 
normas y no específicamente a través de esta. 


Es la mirada por medio de la cual decimos que es la propiedad del inmueble rural o de la explotación 
agropecuaria. 


SEÑOR CASAS.- Quiero comentar lo que está pasando con la energía eólica en nuestro departamento 
en San José. 


Todos habrán podido observar que en el correr de la Ruta N* 1, sobre la costa -porque es así cómo favorecen 
los vientos-, pululan molinos de generación de energía eólica. Por supuesto que nadie está en contra de la 
generación de una energía de ese tipo, pero existe un conflicto de intereses por parte de los productores 
porque están instalados en las zonas más ricas y más prósperas del departamento. No se trata solo de la 
instalación de los molinos sino también del transcurso de las líneas que tienen que llegar, por ejemplo, hasta 
la planta de Punta del Tigre. Entonces, se está creando un conflicto de intereses que no escaparía a la 
posibilidad de que en el día de mañana algún Estado extranjero quisiera hacer una explotación de ese tipo, lo 
que devastaría gran parte del rico territorio que tenemos. 


Por este motivo, creo que es atinada y totalmente pertinente la observación del señor Diputado Goñi Romero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, terminaríamos de considerar este asunto en la próxima sesión, el 
martes 10 de junio. 


Por lo expresado en esta reunión, se propone al señor Diputado Pardiñas como miembro informante. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Cuatro en cinco: AFIRMATIVA. 


No habiendo más asuntos para considerar, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


